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Iniciativas legislativas y políticas

Integración de la biodiversidad en las políticas de la UE
Comunicación de la Comisión al Consejo y al PE sobre los Planes de acción sobre biodiversidad en los ámbitos de la conservación de los recursos naturales, la agricultura, la pesca y la cooperación y cooperación económica.
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Bruselas, 27.03. 2001

La Comisión ha presentado una Comunicación que propone cuatro Planes de Acción para integrar la protección de la biodiversidad en las siguientes áreas:

· la conservación de los recursos naturales,

· la agricultura,

· la pesca y

· la cooperación al desarrollo y la cooperación económica.

La Comunicación se divide en cinco volúmenes, el I de carácter general, y el II, III, IV y V referidos a cada uno de las cuatro áreas antes mencionadas.

Situación de partida y reacción

El documento comienza haciendo un análisis de la situación de gravedad en la que se encuentra la biodiversidad actualmente en la UE, dando ejemplos concretos de numerosas especies de fauna y flora que ya se han extinguido, y de otras que están a punto de hacerlo.

Se asume la responsabilidad moral de conservar la biodiversidad por su valor intrínseco y por el bien que proporciona a nuestra sociedad, se reconoce la obligación que tenemos frente el daño causado al medio ambiente, y por la amenaza que se cierne si mantenemos nuestras pautas de comportamiento.

No basta con aplicar políticas tradicionales de conservación de la naturaleza, se ha actuar más allá del 10-20% del territorio mundial que podría calificarse de zona protegida. Se han de abordar nuevas cuestiones. Además, las principales causas subyacentes a la pérdida de biodiversidad se derivan de la concepción y aplicación de una serie de políticas sectoriales y horizontales que afectan a la biosfera mundial. Por lo tanto, es sumamente importante integrar las necesidades de la biodiversidad en el desarrollo y la aplicación de políticas sectoriales pertinentes. 

En febrero de 1998: Comunicación de la Comisión sobre una Estrategia de la CE en materia de biodiversidad. Fue aprobada en junio por el Consejo, y en octubre por el PE.

Con la aprobación de la estrategia de biodiversidad, la Comisión dio el primer paso en el cumplimiento de su obligación principal como parte contratante del Convenio sobre Diversidad Biológica (CDB) de las Naciones Unidas. El segundo paso, previsto en la estrategia, radica en desarrollar y aplicar planes de acción y otras medidas relativas a los ámbitos políticos afectados. Los planes de acción sectoriales definen acciones y medidas concretas para alcanzar los objetivos de la estrategia y especifican objetivos mensurables.

Los Planes de Acción sobre biodiversidad (PASB)

1. PASB relativo a la conservación de los recursos naturales

Objeto: Asegurar el pleno aprovechamiento del potencial de la legislación medioambiental y de los instrumentos existentes y proyectados con objeto de alcanzar los objetivos correspondientes de la estrategia de biodiversidad.

Medidas: 

· Protección jurídica de la flora y la fauna o de los lugares en que viven, aplicación plena de las Directivas sobre aves y hábitats, y apoyo financiero y técnico suficiente para alcanzar el objetivo. 

· Prioridades políticas para ayudar a conservar la biodiversidad en el conjunto del territorio. El Plan fija medios para abordar las cuestiones de biodiversidad utilizando instrumentos que no son específicos de la diversidad biológica, como la Directiva marco sobre el agua, la estrategia de gestión integral de zonas litorales, la evaluación del impacto ambiental, la responsabilidad medioambiental, el etiquetado ecológico, las auditorías ecológicas y otros instrumentos económicos.

· Integración de la biodiversidad en las políticas principales sobre el uso del terreno y el mar – agricultura, pesca, acuicultura y silvicultura.

· Favorecer las oportunidades y sinergias con acuerdos y procesos internacionales de interés – Convenio CITES, sobre Cambio Climático, de Lucha contra la Desertificación, de Barcelona y OSPAR, los Protocolos de Cartagena y Montreal, OMC/TRIPS, FAO y el proceso internacional relativo a los bosques.

2. PASB en la agricultura

Principios rectores básicos:

· Los métodos de producción pueden afectar a la conservación de la biodiversidad.

· Aunque habrán de adoptarse medidas en el conjunto del territorio, los métodos o instrumentos de intervención deberán adaptarse a las condiciones locales específicas.

· Conviene favorecer un enfoque descentralizado, según el cual los Estados miembros serán responsables de la elección y aplicación de medidas adecuadas.

· Es recomendable dar prioridad a un enfoque sistemático y coordinado, basado en la complementariedad de los instrumentos comunitarios y nacionales, así como de los instrumentos políticos ambientales y agrícolas.

· Debería asegurarse la coordinación entre las diferentes fuentes de financiación comunitarias.

Prioridades de acción: 

· Asegurar una intensificación razonada de las prácticas agrícolas.

· Mantener una actividad agrícola económicamente viable y socialmente aceptable, en particular en zonas de gran biodiversidad, donde estas actividades han perdido fuerza.

· Utilizar el potencial de medidas agroambientales para la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad.

· Garantizar la existencia de una infraestructura ecológica en el conjunto del territorio.

· Respaldar actividades encaminadas a mejorar la diversidad genética de la agricultura y a mantener las variedades y razas locales y tradicionales.

· Favorecer la comercialización de razas autóctonas y variedades naturalmente adaptadas a las condiciones locales y regionales.

· Prevenir la abundancia y expansión de especies no nativas.

El Plan propone instrumentos centrales básicos importantes para el logro de objetivos sectoriales y horizontales definidos en la estrategia europea en materia de biodiversidad, y establece objetivos específicos y un calendario para lograr las prioridades definidas.

3. PASB en la pesca
Objeto: Establecer medidas coherentes encaminadas a conservar o rehabilitar la biodiversidad en los casos en que se halla en peligro a causa de las actividades de pesca y acuicultura.

Medidas en tres niveles:

· la conservación y el uso sostenibles de las poblaciones de peces, 

· la protección de especies, hábitats y ecosistemas no incluidos en las actividades pesqueras,

· y la prevención de las repercusiones de la acuicultura en diferentes ecosistemas.

Para los dos primeros niveles, las medidas necesarias incluyen una reducción de la actividad pesquera, la aplicación de medidas técnicas y el refuerzo de la investigación y el control. Respecto de la acuicultura, las medidas pretenden reducir el impacto ambiental de esta actividad, limitar la introducción de especies invasoras foráneas, asegurar la salud animal y reforzar la investigación para mejorar los conocimientos en este ámbito.

4. PASB relativo a la cooperación al desarrollo y la cooperación económica

Objeto:

· Mejorar las relaciones con los Estados miembros de la UE y los organismos, programas e instituciones internacionales de cooperación al desarrollo en los Estados miembros y a escala internacional (por ejemplo, el Banco Mundial y el FMAM).

· Crear capacidades de gestión de las cuestiones relativas al desarrollo y al medio ambiente en el seno de la Comisión.

· Potenciar el uso de las Evaluaciones Ambientales Estratégicas y las Evaluaciones de Impacto Ambiental; Apoyo a la creación de capacidades en este ámbito.

Se relacionan los “principios rectores” de obligado cumplimiento y se establecen las medidas que se adoptarán en tres contextos interrelacionados:

· Sistemas de producción intensiva deberán prestar atención a sus funciones y servicios de apoyo a la vida, al mantenimiento de la biodiversidad genética y a las medidas de precaución con respecto a especies invasoras foráneas y a organismos modificados vivos;

· Sistemas de producción que incorporan especies no domesticadas deberán centrarse en el mantenimiento de una serie de ecosistemas y hábitats en paisajes productivos;

· Zonas protegidas, donde es preciso establecer vínculos más fuertes entre las acciones de conservación y las estrategias de desarrollo sostenible.
Control y Evaluación transparentes y selectivos

Para llevar a cabo los planes de acción es preciso abordar algunas cuestiones interrelacionadas con objeto de medir los efectos sobre el terreno:

· Métodos para relacionar el control de la ejecución de los planes de acción y la medición de sus resultados mediante la definición de una serie de indicadores para evaluar su efectividad. 

· Recopilar datos de interés, utilizarlos como base para la elaboración de informes y ponerlos a disposición del público. Intercambio de información.
· Investigar para desempeñar algunas actividades, mediante programas comunitarios correspondientes.
· Seguimiento de los Planes: Comité de expertos sobre la biodiversidad.
(Más información en la DGP)

Integración del medio ambiente en la política pesquera común (PPC)
Comunicación de la Comisión al Consejo y al PE sobre Piezas de una estrategia para la integración de las exigencias de protección del medio ambiente en la política pesquera común
COM /2001/143 final







Bruselas, 16.03.2001

La Comisión europea ha adoptado en el mes de marzo una estrategia para hacer de la protección del medio ambiente una parte más central de la Política Pesquera Común (PPC). El objetivo es alcanzar los objetivos medioambientales también en el medio marino. 

La Comunicación se estructura de la siguiente forma:

Introducción
Describe la necesidad de integrar las exigencias medioambientales derivada del artículo 6 del Tratado de la CE, así como del proceso iniciado en Cardiff en junio de 1998, con el compromiso adquirido por el Consejo europeo de lograr dicha integración de forma progresiva.
Necesidad de la integración y principales preocupaciones medioambientales
Describe la forma en que actúan las actividades pesqueras sobre el medio marino. Existe un deber legal y ético de integración. Se examina de qué manera se ha comportado la PPC, los efectos nocivos producidos al medio ambiente, y de qué manera ha tratado de corregirlos, normalmente a posteriori y sin mucho éxito. No obstante, se observa una tendencia a tener en cuenta el medio ambiente en la comunidad de pescadores.

Hacia una estrategia de integración. Objetivos comunitario y contexto
Lograr que la PPC contribuya de forma efectiva a la consecución en el medio marino de unos objetivos medioambientales enmarcados en el contexto más amplio del desarrollo sostenible. Recíprocamente, la política medioambiental deberá contribuir al logro de objetivos de la PPC, especialmente al uso sostenible de los recursos naturales en unas condiciones sociales y económicas que sean adecuadas para el sector. La integración debe implicar también que la PPC asuma los principios de la política medioambiental comunitaria, estos son, el de cautela, el de acción preventiva, el de corrección en la fuente de los daños causados al entorno y el de responsabilidad de los autores de esos daños “quien contamina, paga”.

Se recuerdan en este punto las diversas obligaciones medioambientales que se han asumido ya tanto a nivel comunitario como internacional. Relación de actos normativos de la política comunitaria y de las obligaciones internacionales.

Aplicación de la Estrategia de integración.

0. Pasos estratégicos a seguir

Primero: Impulsar un cambio de actitud; Adopción para la gestión de la pesca, de un enfoque orientado al ecosistema. Adoptado ese enfoque, las decisiones de gestión que se tomen deberán basarse en criterios medioambientales.

Segundo: Aceptación de los principios medioambientales establecidos en el art. 174  del Tratado

Tercero: Configuración de unas medidas de gestión específicas que se vincularán a un plan de gestión provisto de los mecanismos necesarios para el seguimiento, información y revisión de la estrategia.

1. Temas correlativos

Se describen aquí todas las cuestiones, problemas, aspectos que afectarán o se verán afectados por la implantación de esta estrategia: La presión global de la pesca, la gestión integrada de las zonas costeras, el control y ejecución de la PPC, la sensibilización, las consecuencias económicas y sociales, la figura de un buen gobierno y los aspectos institucionales y funcionales.

2. Conservación de los ecosistemas marinos

De capital importancia en toda la PPC que quiera dotarse de dimensión medioambiental. Qué hacer y cómo. Instrumentos de que disponemos.

3. Investigación

Necesidad de una visión global e interrelacionada entre ciencia y pesca.

4. Política estructural

Describe la función que cumplen los incentivos estructurales, la necesidad de adaptación de las flotas al ecosistema marino y cómo conseguirlo, y otras medidas estructurales financiadas por el IFOP.

5. Fases posteriores a la pesca. Política de mercado y política comercial

El comportamiento del mercado y las políticas comerciales tienen un efecto directo en la oferta. En este punto se describe la reforma iniciada en 1999, resaltando aspectos tales como los mecanismos de intervención que introduce para corregir los extremos entre la oferta y la demanda, el nuevo requisito de etiquetado en los puntos de venta al por menor, y la ecoetiqueta.

6. Contexto internacional de la pesca

UE debe desempeñar un papel de liderazgo, trasladando a los foros internacionales los objetivos y principios adoptados para la PPC. La Comisión debe coordinar cuando se trate de acuerdos adoptados por los Estados miembros. Eliminar la sobreexplotación de recursos pesqueros de terceros países.

7. Acuicultura

Medidas tales como la protección contra la contaminación, controlar la propagación de enfermedades y parásitos, etc. Fomentar un Código de Conducta de la acuicultura europea. Etiquetado especial que indique el origen silvestre o de criadero de los peces, y proceso de rastreo desde su origen.

8. Efectos de los cambios ambientales en las pesquerías

Se reconoce su existencia, y la necesidad de poner freno a esa degradación, que afecta directa o indirectamente a los recursos pesqueros. Además, algunos efectos pueden tener graves efectos en la calidad del pescado como alimento. Hay necesidad de investigar más en este campo.

Calendario de actividades

El Consejo de pesca presentará una estrategia de integración en la cumbre de Goteburgo. Se espera reforma de la PPC a finales del año 2002, aunque hay medidas que ya son aplicables – especialmente el principio de cautela -.A finales de 2003 serán plenamente operativos los principales dispositivos legales.

Seguimiento. Indicadores de resultados e informes periódicos

Está cada vez más admitido el indicador definido como marco DPSIR – fuerzas impulsoras, presiones, estado, impacto y respuesta -, aunque es necesario seguir trabajando en este campo. La Comisión contactará con las instituciones como la AEMA, el CIEM, el CCI y Eurostat, con el fin de estudiar un método de trabajo satisfactorio. También pedirá a los centros nacionales de investigación que se encarguen de las tareas básicas.

Procedimiento de revisión

El uso de indicadores en el proceso de seguimiento se considera necesario.

Conclusiones

Es necesario un cambio de actitud en los gestores con la adopción en sus tareas de un enfoque orientado al ecosistema, un proceso de decisión transparente, la adopción de los principios medioambientales previa proceso de consultas, adoptar medidas específicas para lograr la integración medioambiental, la adopción de un marco DPSIR y por último, es necesario reconocer que la pesca puede a su vez verse afectada, por lo que se exige un amplio trabajo de investigación.

Anexo

Presenta un esbozo de los diferentes indicadores de resultado que se proponen.

Protección penal del Medio Ambiente

Propuesta de directiva del Parlamento europeo y del Consejo relativa a la protección del medio ambiente por medio del derecho penal

COM/2001/139 final.







Bruselas, 13.03.2001

La Comisión Europea ha adoptado una propuesta de Directiva que sancionará penalmente las infracciones del derecho medioambiental a escala europea.

Es la primera vez que la Comunidad adopta una disposición normativa que exija expresamente este tipo de sanción, y las razones para adoptarla son, entre otras, que:

· Las sanciones que hasta ahora  han establecido los Estados miembros se han revelado insuficientes para hacer cumplir el Derecho comunitario.

· Las sanciones penales tendrán un efecto disuasorio. La reprobación social es de naturaleza cualitativamente diversa a las sanciones administrativas.

· Los medios de procesamiento y de investigación penales son mayores que los de Derecho civil o administrativo, lo que puede aumentar la eficacia de las investigaciones.

· La imparcialidad en la investigación, ya que las autoridades competentes son distintas a las administrativas que han podido intervenir  en  procedimientos administrativos con los que guarden relación.

· Una aplicación armonizada en todos los Estados miembros requiere que este objetivo sea realizado por la Comunidad.

El origen de la propuesta se remonta al Consejo Europeo de Tempere de 1999. En este Consejo, los Estados miembros pidieron un esfuerzo para armonizar las definiciones, incriminaciones y sanciones comunes que deben referirse a un número limitado de particular importancia, entre ellos el crimen contra el medio ambiente. La Comisión, en su documento de trabajo de 7 de febrero de 2000, considera que un acervo comunitario sobre el crimen medioambiental debe ser establecido por el Derecho comunitario, por tanto la base jurídica se encuentra en el art. 175 del Tratado CE.

La propuesta recoge las infracciones más graves al medio ambiente y contiene tres aspectos destinados a garantizar la efectividad de las sanciones jurídicas impuestas:

a) los propios Estados miembros decidirán las sanciones penales impuestas a las infracciones de normas medioambientales con arreglo a su derecho penal nacional; la propuesta establece unos estánderes mínimos que los Estados miembros deben respetar;

b) la propuesta de Directiva no considerará delito cualquier tipo de contaminación, sino  solamente  los daños internacionales al medio ambiente o el daño causado por negligencia grave; 

c) la futura Directiva abarcará los actos que ya estén prohibidos por el derecho medioambiental vigente en la UE.

El art. 3 de la propuesta enumera una serie de actos que las legislaciones de los Estados miembros tienen que recoger como delitos medioambientales, así: el vertido de hidrocarburos, aceites usados y lodos de aguas residuales; diversas formas de contaminación atmosférica; el comercio de especies protegidas; el daño grave a espacios protegidos, etc.

En cuanto a las sanciones por delito ecológico, el art. 4 de la propuesta distingue según los infractores sean personas físicas o jurídicas. A las primeras podrán imponérsele, en los casos graves, sanciones privativas de libertad. En cuanto a las personas físicas y a las personas jurídicas, podrán imponérsele sanciones pecuniarias, exclusión del derecho a los beneficios públicos, descalificación para actividades comerciales, etc.

Otras cuestiones de especial trascendencia

Libro blanco sobre responsabilidad ambiental

COM/2000/66 final






Bruselas, 9.2.2000

Este Libro Blanco, presentado hace ya un año por la Comisión, explora diversas posibilidades para configurar un régimen de responsabilidad ambiental en el ámbito comunitario que permita mejorar la aplicación tanto de los principios recogidos en el Tratado CE como de la legislación ambiental comunitaria, además de garantizar una restauración adecuada del medio ambiente.

Diversos Estados miembros se han manifestado a favor de la actuación comunitaria en este ámbito y han formulado recientemente observaciones relativas a la necesidad de tratar la cuestión de la responsabilidad en relación con los organismos modificados genéticamente.

Responsabilidad ambiental: Obliga al causante de daños al medio ambiente (el contaminador) a pagar la reparación de tales daños

Tiene que ser posible establecer:

· la identidad de los contaminadores, 

· cuantificar el daño y 

· establecer una relación de causa-efecto, 

motivo por el cual no constituye un instrumento adecuado para los casos de contaminación de carácter difuso, procedente de fuentes múltiples.

Justificación del régimen comunitario de responsabilidad: Entre los argumentos que justifican su creación se pueden citar:

· la mejor aplicación de los tres principios comunitarios básicos: Quien contamina, paga, Principio de Cautela y Principio de Acción preventiva, 

· la mejor aplicación de legislación comunitaria vigente en la materia,

· la necesidad de garantizar la descontaminación  y la restauración del medio ambiente,

· la mayor integración de los aspectos medioambientales en las demás políticas,

· y la mejora del funcionamiento del mercado interior.

Principales características que podría presentar:

· no tener un carácter retroactivo: aplicación limitada a los daños futuros

· cobertura tanto de los daños al medio ambiente (contaminación de lugares y daños causados a la biodiversidad), como  a los daños tradicionales (daños corporales y daños materiales)

· ámbito de aplicación cerrado y vinculado al acervo de la legislación medioambiental comunitaria existente: la contaminación de lugares y daños causados a la biodiversidad sólo quedarían incluidos cuando sean resultado de una actividad peligrosa o potencialmente peligrosa, regulada por la legislación comunitaria.

· Cobertura de los daños a la biodiversidad en la media en que ya esté protegida por la red Natura 2000
· Tipos de responsabilidad: Responsabilidad objetiva –no tiene que haber culpa - por los daños derivados de actividades inherentemente peligrosas; responsabilidad subjetiva – basada en la culpa – cuando los daños se deriven de una actividad no peligrosa
· admisión de eximentes y atenuantes comunes, alivio de la carga de la prueba para el demandante y medidas de reparación equitativa por parte del demandado
· Sujeto responsable: la persona o empresa que ejerce el control sobre la actividad que causa el daño
· Compensaciones abonadas por el contaminador: han de estar destinadas a restaurar el medio ambiente
· Acceso a la justicia: planteamiento más acorde con este derecho
· Convenios internacionales: coordinación
· Garantía financiera para las responsabilidades a que pueda haber lugar.
Opciones de actuación comunitaria que presenta y evalúa el Libro blanco:

· adhesión de la Comunidad al Convenio de Lugano,

· establecer un régimen exclusivamente transfronterizo,

· adopción de una recomendación de la Comunidad que oriente la actuación de los Estados miembros,

· aprobación de una Directiva sobre biotecnología y el establecimiento de un régimen sectorial.
La opción más coherente, vistos los argumentos que se presentan, es la adopción de una Directiva marco comunitaria que contemple:

· la responsabilidad objetiva por los daños derivados de actividades peligrosas reguladas por la legislación comunitaria 

· y la responsabilidad subjetiva, basada en la culpa en los casos de daño a la biodiversidad derivados de actividades no peligrosas.

En el curso del pasado año se produjo un período de debate para que las instituciones y partes interesadas remitieran sus aportaciones antes de julio de 2000. Los resultados de dicha consulta servirán para la elaboración de la propuesta de Directiva sobre responsabilidad ambiental.

Estado actual del proceso

En este momento, la Comisión ha recibido unas 150 respuestas al Libro blanco de los diferentes sectores implicados, que están siendo resumidas y ordenadas, y pronto serán publicadas en Internet.

Para más información, consúltese la página web: http://europa.eu.int/comm/environment/liability/followup.htm

Fondos estructurales

Información general adicional acerca de la financiación comunitaria basada en los Fondos Estructurales en España. Andalucía.

El pasado 16 de marzo la Comisión europea firmó doce programas de desarrollo regional y cuatro programas de ayuda horizontal para el Objetivo nº 1, así como siete documentos únicos de programación para el Objetivo nº 2. El importe total de los fondos comunitarios comprometidos se eleva a 33.140 millones de euros. 

Las autoridades españolas facilitarán un importe adicional de 19.712 millones de euros, de acuerdo con las disposiciones generales de los Fondos Estructurales (la financiación europea procedente de los Fondos Estructurales debe ser complementada mediante fondos públicos nacionales o regionales).

Con la firma de los 23 programas, la Comisión y las autoridades españolas han dado por concluidas las negociaciones de los programas para el periodo de financiación de 2000 2006 para los Fondos Estructurales. Ahora son las autoridades de gestión españolas quienes deben adoptar y notificar a la Comisión los documentos de los complementos de programa que incluyan los criterios de selección que permitirán la identificación de cada programa para su financiación. De esta forma, la aplicación in situ podrá comenzar lo antes posible.

Los gestores de los fondos de las administraciones nacionales y regionales correspondientes recibirán como anticipo una transferencia del 7% de los fondos comunitarios.

Objetivo nº 1 

El Objetivo nº 1 se refiere a fondos destinados a impulsar el desarrollo económico en las zonas menos favorecidas de la Unión Europea - Andalucía está declarada como zona Objetivo nº 1. Dichos fondos, por ejemplo, pueden servir para financiar asistencia empresarial, en particular a las PYME, medidas para fomentar las pequeñas empresas, formación, infraestructuras de comunicaciones, desarrollo local, diversificación en materia de agricultura y pesca. La ayuda total concedida a España se eleva a 38.096 millones de euros (precios de 1999) que equivale al 70% del importe total de los créditos disponibles para España en virtud de los Fondos Estructurales y del Fondo de Cohesión para el periodo de financiación de 2000 a 2006.

Los programas operativos de Asturias, Cantabria, Andalucía, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Galicia, Murcia, Valencia, Canarias, Ceuta, Melilla y Extremadura se refieren todos a intervenciones en zonas del Objetivo nº 1. 

Además, existen también cuatro programas horizontales de desarrollo local, mejora de la competitividad de las empresas en las regiones, asistencia técnica, e innovación/investigación y desarrollo. 

Todos y cada uno de los 16 programas citados se basan en el marco comunitario de apoyo para las regiones españolas del Objetivo nº 1, adoptado el 19 de octubre de 2000. 

El marco comunitario de apoyo para el Objetivo nº 1 generalmente describe el contexto social y económico de los Estados miembros de que se trate, establece las prioridades y los objetivos que han de alcanzarse y determina los sistemas para la gestión financiera y la evaluación. Los programas operativos determinan las diferentes prioridades respecto a una región específica o respecto a una prioridad secundaria dada (p. ej. los programas sobre competitividad en las regiones o la asistencia técnica para la gestión de los fondos en las regiones). 

Andalucía

El programa aprobado de desarrollo económico y social para Andalucía se eleva a 11.700 millones de euros, de los que 7.840 millones son financiados por la Comunidad y 3.800 millones por las autoridades españolas. Hace hincapié en el transporte, el medio ambiente y la competitividad. La ayuda concedida permitirá crear o preservar 673.000 puestos de trabajo y ofrecer a la población activa un amplio abanico de formaciones. 

Andalucía, que ha recibido ayudas de los Fondos Estructurales desde la adhesión de España a la CE en 1986, ha experimentado en los últimos diez años mejoras socioeconómicas significativas. Así, entre 1986 y 1996, su balance con relación a la media española es netamente favorable tanto en lo que se refiere a la producción (tasa de crecimiento del valor añadido bruto del 43,9 % frente al 36,2 % de toda España) como al empleo (aumento del 25,8 % de la tasa de empleo frente al 17,3 % de toda España). Asimismo, el crecimiento demográfico en ese mismo período ha sido significativo y mayor que en el resto del país (6,6 % frente a 3,1 % en toda España).» 

No obstante, a pesar de este balance positivo, Andalucía sigue teniendo carencias importantes en el sector productivo (deficiencias en los sistemas productivos locales y sectoriales, concentración industrial en sectores de bajo nivel tecnológico…), en aspectos como el capital humano y tecnológico (tasa de desempleo elevada, escasa capacidad de innovación…), y en ordenación del territorio (disparidades territoriales en cuanto a equipamientos e infraestructuras, conexión insuficiente a la red de gran capacidad transeuropea…).

Los objetivos generales del programa (elaborado según el principio de cooperación, es decir, en estrecha concertación entre los servicios de la Comisión y las autoridades nacionales y regionales competentes) se desarrollan a través de ocho ejes prioritarios de desarrollo, para los cuales se han aprobado las ayudas comunitarias siguientes:

1er eje : 

Mejora de la competitividad y desarrollo del tejido productivo 


904 998 883



2º eje : 

Sociedad del conocimiento (innovación, I+D, sociedad de la información)


256 830 637



3er eje : 

Medio ambiente, entorno natural y recursos hídricos 

Las medidas de que consta este eje, con su importancia relativa indicativa son las siguientes: 

1. Suministro de agua (44 %) 

2. Protección del entorno natural (30 %) 

3. Silvicultura (9 %) 

4. Otras (17 %)
2 165 415 714



4º eje: 

A - Infraestructura educativa y mejora de la formación técnica y profesional

B - Inserción y reinserción profesional de los parados

C- Mejora de la estabilidad en el empleo y de la adaptabilidad 

D - Integración profesional de las personas con dificultades específicas

E -  Participación de las mujeres en el mercado laboral


511 784 384

179 316 386

116 065 353

73 599 945 

92 915 883 



5º eje 

Desarrollo local y urbano
379 676 452



6º eje 

Redes de transporte y energía 

Las medidas de que consta este eje, con su importancia relativa indicativa son las siguientes: 

1. Carreteras y autopistas (58,5 %) 

2. Ferrocarril (35,5 %) 

3. Seguridad de las infraestructuras de transporte (2,5 %) 

4. Otras (3,5 %)


2 800 851 038



7º eje 

Agricultura y desarrollo rural
316 216 777



8º eje 

Asistencia técnica


42 742 548 €



El programa recibirá financiación de tres Fondos Estructurales: 

· 6.152.700.000 euros del Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER);

· 932.500.000 euros del Fondo Social Europeo (FSE);

· 755.214.000 euros de la sección de Orientación del Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola (FEOGA-O). 

Si desea más información (resumen del programa) consulte el sitio web: http://inforegio.cec.eu.int

Aguas urbanas residuales
Seminario sobre el grado de cumplimiento de la directiva organizado por la Comisión europea.

Bruselas, 19 de marzo de 2001.

La Comisión considera prioritario la mejora en la aplicación de la legislación sobre medio ambiente, tal y como se ha enunciado en el 6º Programa de Acción medioambiental. Para conocer la situación en su aplicación se van a organizar distintos seminarios destinados a hacer que se conozcan los resultados más satisfactorios o, dado el caso, más deplorables, en la aplicación de la legislación de las diferentes directivas, para así llamar la atención sobre los efectos que tiene la aplicación incorrecta, o la inaplicación del derecho comunitario.

En el seminario de 19 de marzo se describieron los efectos del tratamiento de aguas residuales urbanas sobre la calidad de las corrientes de agua y los acuíferos y proporcionó un cuadro completo de legislación en vigor en el dominio del agua, así como la situación actual en materia de financiación de la UE para el tratamiento de aguas residuales.

La directiva de aguas urbanas residuales
 adoptada en 1991, contempla la protección del medio ambiente contra los efectos nefastos del vertido de aguas residuales urbanas y de aguas industriales biodegradables que provienen de la industria agroalimentaria. La principal obligación impuesta por la directiva concierne al establecimiento de un sistema de recogida y de tratamiento de aguas usadas.

Incumplimiento de la mayoría de los Estados miembros
En la directiva se fijan tres grandes plazos:

· El 31 de 1998, todas las aglomeraciones urbanas de más de 10.000 habitantes que viertan sus aguas residuales en una zona considerada como sensible, o cerca de una zona sensible, debían haber sido equipadas con un sistema de colecta y de tratamiento riguroso.

· A fines de 2000, o después de nueve años de la adopción de la directiva, los Estados Miembros debían haber instalado sistemas de recolecta y de tratamiento secundario – en general, biológico – en las aglomeraciones de más de 15.000 habitantes.

· Por último, el 31 de diciembre de 2005, las pequeñas aglomeraciones deberán disponer de sistemas de tratamiento secundarios apropiados.

La mayoría de los Estados miembros han incumplido gravemente sus obligaciones en lo que respecta a los plazos y la determinación de las zonas sensibles.

Determinación de las zonas sensibles

Los Estados Miembros (EM) han procedido a la designación de zonas sensibles de una manera restrictiva, y no han tenido en cuenta el recorrido de las aguas usadas, que contribuye a subir el nivel de contaminación de las aguas situadas en un punto del curso natural del agua inferior. Según la Comisión, la elección de un nivel de tratamiento de aguas residuales de una población debe tener en cuenta el grado de sensibilidad de las masas de agua receptoras situadas más lejos, a veces mucho más lejos, y que están localizadas más abajo.

Retrasos importantes en la aplicación

Por lo que respecta a las 247 ciudades de más de 10.000 habitantes que se encuentran en zonas sensibles, donde los EM deben introducir sistemas de tratamiento más rigurosos, sólo Dinamarca y Austria están en disposición de cumplir los objetivos de 1998. Además, a pesar de que un gran número de las 542 ciudades europeas de más de 150.000 habitantes están equipadas con sistemas de tratamiento adecuados, 37 vierten indiscriminadamente todas sus aguas residuales sin ningún tratamiento, 72 lo hacen de forma parcial o inadecuada, y de 131 no se ha facilitado información a la Comisión.

Así, en los anexos 1 y 2 vienen enumeradas:

1. Las ciudades de más de 150.000 habitantes sin tratamiento alguno. En España aparecen las siguientes ciudades: Alginet, Cádiz, San Sebastián, Gijón, Logroño y Tui. Las autoridades han indicado que están construyéndose en la actualidad plantas en Alginet, San Sebastián y Logroño, y que estas ciudades cumplirán con la directiva en dos o tres años. En los demás casos, las plantas están en proyecto de construcción, o bien en proceso de contratación.

2. Ciudades con más de 150.000 habitantes con un nivel de tratamiento inadecuado. Las ciudades españolas enumeradas son Santander, Vigo, Palencia, Pineda del Mar, Barcelona, Salamanca, Castellón, Benidorm, Gandía, Molina de Segura, Mar Menor Sur, Murcia, Benalmádena, Fuengirola, Algeciras, San Fernando de Henares y Palma de Mallorca.

Los Estados miembros tardan en facilitar la información

Gracias a esta información, la Comisión controla el grado de cumplimiento de las exigencias de la Directiva. No obstante, ni Alemania ni Francia han facilitado la información relativa al tratamiento de aguas urbanas residuales en diciembre de 1998. Esto es considerado poco constructivo por la Comisión.

Instrumentos nuevos e instrumentos tradicionales para mejorar la aplicación

Para mejora la aplicación, la Comisión continuará utilizando los instrumentos tradicionales tales como los procedimientos de infracción por incumplimiento, y efectuará controles.

La Comisión además anima a cumplir con la directiva proporcionando una ayuda financiera en el marco de los fondos estructurales y los fondos de cohesión. Intervendrá además en los países candidatos a la adhesión a través del ISPA. Por otra parte, acordará ayudas específicas subordinadas al respeto estricto de las exigencias de la directiva.

Además, la Comisión intensificará en los años venideros sus relaciones con las autoridades nacionales, regionales y locales, sensibilizando al público, promoviendo las redes locales y provinciales y proporcionando asistencia técnica para ayudar a las pequeñas y medianas poblaciones a cumplir con la Directiva de aquí a 2005.

Por último, la Comisión lanzará un amplio debate, de forma transparente, sobre la gestión de las aguas urbanas. Este ejercicio centrará su atención particular en las acciones preventivas en la fuente, en la sensibilización de los consumidores de agua, en la utilización de los productos resultantes del tratamiento, y en la gestión del agua de lluvia. Los pueblos, ciudades, ONG, industrias del agua, consumidores y administraciones públicas nacionales, locales y regionales deberán tomar parte en el debate.

Aplicación de la directiva en la perspectiva de ampliación comunitaria

Será un gran desafío para los países candidatos. La inversión será inmensa – más de 30.000 millones de euros – pero las ventajas serán incalculables: Se estima que la aplicación de la directiva puede reducir de un 40 a un 50 % los aportes de elementos nutritivos en las aguas de estos países, y las ventajas en el plano de la salud pública serán muy importantes. Gran parte de la ayuda comunitaria a estos países será destinada a proyectos de tratamientos de aguas residuales.

Mapas geográficos

En la siguiente web pueden consultarse los mapas que presentan las zonas sensibles, las ciudades que cumplen con la directiva y la situación de todas las grandes ciudades en los EM:

http://europa.eu.int/comm/environment/whatsnew.htm
Agenda Internacional del mes de abril
Días 30 de marzo y 1 de abril
Consejo Informal de Medio Ambiente. Kiruna (Suecia)

Días 2 a 5 abril
Sesión Plenaria del Parlamento europeo en Estrasburgo.

Días 4 y 5 de abril
Consejo de Transportes y Telecomunicaciones (Luxemburgo)

Días 9 y 10 de abril
Consejo de Ministros de Asuntos Generales (Luxemburgo)

Días 10 y 11 de abril
Comisión parlamentaria de Medio Ambiente, Salud Pública y Política del Consumidor

Día 11 de abril
Reunión de la Comisión 1 del Comité de las Regiones

Día 19 de abril
Reunión de la Comisión 5 del Comité de las Regiones

Día 20 de abril
Reunión de la Comisión 2 del Comité de las Regiones

Días 24 a 26 de abril
Comisión parlamentaria de Medio Ambiente, Salud Pública y Política del Consumidor

Días 24 y 25 de abril
Consejo de Agricultura en Luxemburgo

Día 27 de abril
Reunión de la Comisión de Asuntos internacionales del Comité de las Regiones
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